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La preocupación por pensar el espacio urbano como un ámbito que garantice derechos y necesidades específicas para todos sus habitantes es relativamente reciente. A pesar de que no han faltado algunas contribuciones jurídicas al respecto
, la mayoría de las iniciativas en este sentido han provenido del urbanismo crítico y de los movimientos de lucha por el acceso a la vivienda
. 

En el proceso de discusión llevado a cabo en las cinco ediciones del Foro Social Mundial un conjunto de movimientos sociales, ONGs y académicos fueron construyendo un texto con el propósito de proteger derechos específicos en el espacio urbano, cuya ultima versión se llama Carta Mundial del Derecho a la Ciudad. El proceso de discusión de esta primera etapa favoreció la introducción de contenidos en el texto y la acumulación de adhesiones sin haberse hecho una revisión profunda de la consistencia del documento.  Este trabajo se propone hacer una revisión crítica desde la perspectiva de derechos humanos de las virtudes y debilidades de la Carta Mundial en vistas a su eficacia como una herramienta jurídica complementaria de las luchas urbanas por la inclusión y una mejor calidad de vida.

1. La oportunidad de una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad: ¿hace falta?

El proceso de discusión de un nuevo texto de derechos supone una considerable inversión de energías cívicas. Para no duplicar o entrar en competición con esfuerzos similares, y sobre todo para evitar frustraciones posteriores que generen desmovilización, es imprescindible justificar su razón de ser. 

La pregunta acerca de la oportunidad de una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad puede desdoblarse en dos. Primero: ¿hace falta una Carta de derechos urbanos?; segundo: ¿hace falta una Carta de alcance mundial?

A. La objeción del carácter «repetitivo» de la Carta.

Una de las objeciones que se formulan a la Carta por el Derecho a la Ciudad es que protege derechos ya contemplados en otras Cartas, leyes, constituciones y tratados internacionales de derechos humanos. Esto es cierto en parte. 

La mayoría de las derechos civiles, políticos, sociales y culturales recogidos en la Carta, en efecto, reproducen derechos consagrados en otros instrumentos jurídicos estatales e internacionales. Ello es lógico, pues lo que la Carta pretende desatacar es la necesidad de tutelar una serie de derechos, muchos de ellos ya reconocidos, en un ámbito específico, que es el ámbito urbano. 

Esa transposición y concentración «espacial» de derechos ya consagrados comporta el riesgo de duplicaciones y repeticiones innecesarias, que deben ser cuidadosamente evitadas. Sin embargo, la obsesión por la «repetición» debe matizarse: 

En primer término, la reunión de derechos dispersos es fundamental para adquirir una perspectiva integral y autónoma de un problema determinado. Muchas Convenciones, de hecho, repiten principios y derechos consagrados en otras. El derecho a la no discriminación o a la protección de grupos vulnerables es un buen ejemplo de ello. Desde este punto de vista, la Carta podría ser una buena oportunidad para consagrar de manera sistemática los «mejores» estándares de protección dispersos en diferentes instrumentos así como para perfeccionar estándares poco desarrollados.

En segundo lugar, la transposición de derechos al ámbito de la ciudad también pone de manifiesto cómo, al generar unas necesidades propias y específicas, el espacio urbano otorga una nueva dimensión a muchos derechos «clásicos» y obliga a formular otros derechos hoy no contemplados. Entre los derechos y deberes que exigen ser pensados «en clave urbana», y que sólo con una muy generosa voluntad interpretativa podrían extraerse de los instrumentos normativos ya existentes, podrían señalarse:

· el principio de función social de la Ciudad, 

· el derecho a participar en la elaboración del presupuesto municipal de las ciudades, 

· el derecho a participar en la propiedad del territorio urbano, el uso socialmente justo y ambientalmente equilibrado del espacio y suelo urbano, 

· el derecho a participar en la plusvalía urbana, 

· el reconocimiento de los mercados informales y el derecho a la integración progresiva del comercio informal que realizan las personas de bajos ingresos o desempleadas;
· el derecho a participar en la planificación, regulación y gestión urbano-ambiental que impida la segregación y la exclusión territorial; 

· el derecho a participación en el control y evaluación de las fuerzas de seguridad; 

· el derecho a que los servicios públicos dependan del nivel administrativo más próximo a la población, con participación de los(as) ciudadanos(as) en su gestión y fiscalización;

· el derecho de movilidad y circulación en la ciudad, de acuerdo a un plan de desplazamiento urbano e interurbano y a través de un sistema de transportes públicos accesibles, a precio razonable;

· el derecho a permanecer en la ciudad y a no ser expulsado o alejado de ella de manera arbitraria; 

· el derecho a la remoción de barreras arquitectónicas, la implantación de los equipamientos necesarios en el sistema de movilidad y circulación y la adaptación de todas las edificaciones públicas o de uso público y los locales de trabajo y esparcimiento para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad; 

· el derecho de las personas sin hogar a los albergues de cama y desayuno sin perjuicio de la obligación de proveer una solución de vivienda definitiva; 
Muchos de estos derechos se encuentran reconocidos de manera fragmentaria en leyes, cartas locales, y constituciones. Su consagración conjunta podría contribuir sensiblemente a hacer visible su interdependencia e indivisibilidad.   

B. La objeción del carácter excluyente de una Carta urbana respecto de los espacios rurales.
Otra crítica frecuente a la Carta es que un instrumento de protección de derechos en el espacio urbano excluiría e iría en detrimento de las necesidades propias del espacio rural. Este es ciertamente, un riesgo posible, pero no necesario.  

Es innegable, en efecto, que la privatización y mercantilización de las relaciones sociales ha generado enormes desigualdades entre ciudad y campo, así como entre diferentes entornos urbanos. De hecho, las ventajas laborales, de consumo, de servicios, de las que gozan muchas ciudades son auténticos privilegios conseguidos al precio de la explotación del entorno rural o de otras ciudades. 

Desde esta perspectiva, es evidente que el derecho a la ciudad no puede entenderse como el derecho a mantener los privilegios de las ciudades «realmente existentes». Por el contrario, debe concebirse como un derecho que incluya deberes de solidaridad y que, por lo tanto, no sólo obligue a remover las desigualdades que se producen al interior de las ciudades sino también las que se producen entre ellas, o con el campo, en las relaciones regionales o internacionales.

C. Las potencialidades de una Carta de alcance «mundial».  

Esta cuestión, precisamente, entronca con la de la oportunidad de una Carta de alcance «Mundial». Y es que como bien ponen en evidencia los conflictos entre campo y ciudad, o entre ciudades del norte y del sur, o entre ciudades ricas y empobrecidas, los problemas urbanos locales no pueden resolverse exclusivamente en el ámbito local. 

Una de las mayores virtudes de una Carta «mundial» es, precisamente, que obliga a pensar el derecho a la ciudad como un derecho generalizable en el espacio y sostenible en el tiempo. Es decir, como un derecho cuyo goce, en una ciudad específica, o para una generación concreta, no puede producirse al precio de su frustración en otra ciudad, en las zonas rurales, o para las generaciones futuras. 

Aunque comenzar por escalas intermedias puede ser eficaz y tener un alto valor ejemplificador, una Carta Mundial puede ser una herramienta útil en al menos dos sentidos.

En primer lugar, contribuiría a erradicar la ilusión de que el derecho a la ciudad puede garantizarse, de manera coherente, en un sólo país o región privilegiados del planeta. En segundo término, permitiría compartir experiencias internacionales de lucha por los derechos urbanos, coordinar esfuerzos y afrontar de manera colectiva problemas –ecológicos, sociales– que tienen una dimensión irreversiblemente colectiva. En ese sentido, un instrumento de protección de derechos urbanos de alcance internacional no debería verse como una alternativa sino como complemento de otras Cartas locales, estatales o regionales. 

2. Los antecedentes de una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad: ¿de dónde viene la idea?

Desde un punto de vista jurídico, pueden rastrearse instrumentos de diferente alcance: local, estatal, regional y, en menor medida, internacional que, de manera específica o fragmentaria, regulan la gestión de las ciudades, del espacio urbano, desde una perspectiva de derechos.

1) En el ámbito local, por ejemplo, protegen importantes derechos urbanos, de manera directa o indirecta, instrumentos como la Chartre Montrealaise des droit et responsabilitie, de Montreal (Canadá), o la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Argentina).

2) En el ámbito estatal, por su parte, existen importantes herramientas legales, e incluso constitucionales, que se refieren a derechos vinculados a la ciudad. 

En el plano legal, pueden encontrarse avanzados instrumentos específicos de protección de derechos urbanos, como el Estatuto da Cidade
, de Brasil o fragmentarios, como la reciente legislación escocesa en materia de vivienda o la Ley de Reforma Urbana, en Colombia
.

Algunas Constituciones, por su parte, también reconocen derechos y deberes ligados a cuestiones urbanas, normalmente en el marco de la regulación del derecho a la vivienda. Así, por ejemplo, la Constitución portuguesa de 1976 establece en su artículo 65 el deber de elaborar una política de vivienda planificada y una planificación urbana que garantice la existencia de una adecuada red de transportes y servicios sociales; o el deber de supervisar los bienes inmuebles y de expropiar las tierras urbanas toda vez que lo consideren necesario, estableciendo los requisitos legales para su uso. El artículo 47 de la Constitución española, por su parte, establece el deber de utilizar el suelo de acuerdo a interés general; el deber de impedir la especulación; y el deber de otorgar a la comunidad participación en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

3) En el ámbito regional, si bien la Convención Americana de Derechos Humanos es limitada en sus referencias a los derechos sociales en general, su artículo 26 remite a una serie de derechos establecidos en la Carta de la OEA (COEA) que abordan algunas cuestiones de la ciudad y de los pobres en la ciudad
.

En el ámbito europeo, Naciones Unidas, en 1953, impulsó en Versalles una Carta Europea de Libertades Municipales, orientada sobre todo a proteger la autonomía de las gestiones locales frente a intromisiones arbitrarias de gobiernos estatales o sub-estatales. Un sentido similar tuvo la Carta Europea de Autonomía Local, de 1985. 

Sin embargo, el instrumento más relevante en este ámbito es sin duda la Carta Europea de salvaguarda de los Derechos en la Ciudad, asumida por más de 200 ciudades europeas en Saint Denis, Francia, en mayo del 2000
. Esta Carta Europea supuso un gran avance en el reconocimiento de derechos a quienes habitan las ciudades, sobre todo porque está dirigida a regular el espacio urbano desde una perspectiva que obliga a los poderes públicos y privados y confiere derechos a las personas que viven en él. 

La principal debilidad de la Carta Europea, en todo caso, es que es un instrumento firmado por las autoridades locales sin intervención de sus estados ni de órganos de la Unión Europea. Su valor jurídico, por lo tanto, es restringido y que se reduce a las ciudades que la suscribieron. Actualmente, los alcaldes están en un proceso de discusión acerca de cómo implementarla
 pero su eficacia práctica ha sido limitada.

4) En el ámbito internacional, comenzando por el sistema de Naciones Unidas, las menciones a la ciudad son escuetas y dispersas. 

A partir del antecedente de la Carta Europea de Libertades Municipales, Naciones Unidas impulsó en 1998 un Proyecto de Carta Mundial del Gobierno Local Autónomo. Sin embargo,  el objetivo de esta iniciativa, una vez más, era proteger el gobierno local y no tanto a las persones o los grupos que habitan en las ciudades.

En el ámbito específico del derecho internacional de los derechos humanos, los derechos urbanos se protegen de manera indirecta en los instrumentos que tutelan el derecho a una vivienda adecuada. Es el caso, fundamentalmente, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), de 1966
. También aportan elementos para la protección de derechos urbanos, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (1981), la Convención Internacional contra la Corrupción (2003), las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad (1993) especialmente en lo relativo al tema de la accesibilidad, entre otros.

Desde la sociedad civil, el primer antecedente de la actual discusión fue el Tratado sobre Urbanización 
 firmado por varias redes sociales en ocasión de del ECO-92, y cuya discusión fue seguida por HIC-AL y en FNRU de Brasil. Luego de allí se sucedieron la Carta Brasilera de Derechos Humanos en la Ciudad, en 1995, y la Carta Mundial de Derechos Humanos en la Ciudad. (Foro Social Mundial Ediciones I, II y III). En el Foro Social de las Américas de Quito (Ecuador) en julio de 2004 se presentó un nuevo texto a propuesta de COHRE. Ese texto, elaborado a partir de los antecedentes mencionados, recibió comentarios y modificaciones basadas en distintas inquietudes de movimientos y sectores que fueron compartiendo su adhesión a la idea de una Carta Mundial.

Más allá de su impacto retórico, la opción por la expresión «derecho a la ciudad», en lugar de la de «derechos en la ciudad» utilizada, por ejemplo, por la Carta Europea, pretende dar más énfasis a la dimensión colectiva del espacio protegido. No sería lo mismo, desde esa perspectiva, limitarse a garantizar el derecho individual o grupal a no ser discriminado en una ciudad que discrimina o el personal derecho a la salud en una ciudad insalubre, que impulsar la existencia de ciudades igualitarias, salubres y habitables para todos.  

A pesar de su aspiración internacionalista, en todo caso, el proceso de discusión de la Carta Mundial ha conseguido incorporar inquietudes fundamentalmente de América Latina, sin haber tenido una consolidación técnica. En el momento actual urge el desafío de abrir una discusión más amplia con las otras regiones y, paralelamente, ir consolidando el documento técnicamente. 

3. El sentido de una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad: ¿qué se pretende que sea? 

Una vez argumentados los antecedentes y posible oportunidad de la Carta, es imprescindible saber qué tipo de documento se quiere que sea. En el documento presentado en el Foro Social de las Américas en 2004 se recordaba que la Carta podría ser un Manifiesto Utópico, una Declaración para la Gestión de los Gobiernos Locales, una Declaración sobre Autonomía de los Gobiernos Locales o una Carta de derechos. 

Un Manifiesto Utópico es un documento que marca un horizonte político social que se pretende construir. Su objetivo, más que convertirse en una herramienta de gestión o en un instrumento que los poderes públicos puedan asumir, es señalar metas a las que se quiere arribar para construir una sociedad más justa en el ámbito urbano.  

Una Declaración para la Gestión de los Gobiernos Locales sería un documento dirigido básicamente a funcionarios de gobierno y cuadros de las Administraciones Públicas con objetivos y prácticas de buena gestión urbana. Algo así como un manual de gestión pública de ciudades progresistas. En sentido similar, una Declaración sobre Autonomía de los Gobiernos Locales tendría como destinatarios principales no tanto a los habitantes como a los gobiernos locales. Su objetivo sería proteger su autonomía contra injerencias o incumplimientos arbitrarios por parte de otras instancias públicas. 

Una Carta de Derechos es algo diferente. Es un instrumento que enuncia los derechos de las personas que habitan en las ciudades y las obligaciones de las autoridades políticas y agentes privados con relación a la realización de estos derechos. 

Esta última opción es  la que finalmente se ha elegido e intenta seguir el mismo camino recorrido por las convenciones internacionales de Derechos Humanos. Estos tratados y convenciones establecen, por un lado, las obligaciones de los Estados Parte y los mecanismos para fiscalizar su cumplimiento, y por el otro  los derechos de las personas y los mecanismos de exigibilidad.

Una de las funciones principales de la Carta, por lo tanto, sería poner de relieve la diferencia entre políticas urbanas y derechos urbanos. La política es discrecional y depende de la  autoridad política de turno. Los derechos, en cambio, encierran pretensiones estables que  trascienden la coyuntura, y pueden ser invocados incluso en contra de la voluntad de los gobernantes. 

En alguna medida, el Derecho deber verse como una instancia que se activa cuando fracasan otras mediaciones, la de la política, la del reclamo social. Desde la perspectiva de los movimientos sociales, la experiencia internacional ha demostrado que, en un plano estratégico, la apertura de mecanismos de fiscalización eficaces y la existencia de herramientas de exigibilidad de los derechos es fundamental para complementar las luchas reivindicativas. 

En las últimas décadas, los movimientos sociales han comprobado que las estrategias reivindicativas son insuficientes sin no se complementan con mecanismos de fiscalización eficaces y la exigencia de vías que permitan deslegitimar al poder, denunciando y haciendo visibles sus propios incumplimientos
. 

Desde el punto de vista del grado de juridicidad que la Carta aspira a tener pueden establecerse diferentes niveles.

En el ámbito del derecho internacional, suele distinguirse entre lo que se considera hard law  y lo que se considera soft law. El hard law es el derecho en sentido estricto, asumido por los Estados como tal y con carácter vinculante. El soft law, en cambio, son disposiciones que tienen forma de normas jurídicas –por ejemplo, que atribuyen derechos y establecen obligaciones- pero que no son estrictamente vinculantes y dependen para su efectividad de su toma en consideración por parte de operadores jurídicos autorizados (jueces, legisladores, etc.)    

Los tratados internacionales en materia de derechos humanos serían un ejemplo de hard law. Por su parte, los comentarios u observaciones que, con el propósito de fijar el alcance de su contenido dictan los órganos que supervisan su cumplimiento, serían un ejemplo de soft law
. 

Por lo que respecta a la Carta Mundial, un objetivo de máxima sería convertirla un Convenio Internacional. Un objetivo de mínimos, a su vez, podría ser solicitar el dictado de una Observación General del Comité de DESC relativa a las cuestiones urbanas. Igualmente podrían establecerse estrategias de máxima y mínima en las regiones a partir de los procesos ya desarrollados.
Otro de los problemas que, desde un punto de vista jurídico, plantearía la inserción de la Carta en el derecho internacional de los derechos humanos, tiene que ver con el hecho de que el sistema internacional se ha desarrollado como un sistema de coordinación entre Estados. La ciudades no participan del derecho internacional. Los Estados-Provincias, Regiones y Municipalidades tienen obligaciones en materia de derechos humanos, pero en virtud de su integración orgánica en los Estados que suscribieron los tratados internacionales y que son en definitivia los responsables. 

Según el funcionamiento actual del sistema, una violación de derechos humanos cometida por parte de una provincia de un Estado federal
 o de una ciudad
 compromete la responsabilidad internacional del Estado. Así se ha expresado, por ejemplo, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de la ONU en sus recomendaciones a Canadá en 1998
. 

Desde este punto de vista, la estrategia de una Carta de alcance «mundial», que se concentre sobre las competencias y obligaciones en materia de derechos de las autoridades locales, pero que responsabilice a los Estados que la firmen, presenta importantes ventajas sobre una Carta entre ciudades. 

La principal es que la cantidad de ciudades del mundo es bastante mayor que el número de países. Una Carta suscrita por los Estados permitiría recurrir a los sistemas de fiscalización ya previstos en el derecho internacional de los derechos humanos y defender los derechos protegidos como complementarios e interdependientes de los derechos protegidos en los otros tratados
.
Como estrategia gradual de impulso de un movimiento social mundial por el Derecho a la Ciudad, en todo caso, no habría que descartar el impulso de la protección del derecho a la ciudad en los sistemas regionales de protección de derechos humanos. Una vía de este tipo aceleraría la protección, permitiría perfeccionarla y resultaría menos costoso para las organizaciones de la sociedad civil activar su ejercicio.

4. El contenido de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad: ¿cómo hacerla traducible, clara y exigible? 

Para ser generalizable en el tiempo y en el espacio, una Carta con pretensiones planetarias debe ser, ante todo, «traducible», tanto en términos de experiencias como en un sentido estrictamente lingüístico. 

Esto quiere decir, por un lado, que la Carta debe ser capaz de recoger experiencias transespaciales y transculturales. Ni todas las ciudades son iguales ni sus habitantes tienen las mismas problemáticas. Poner en común los problemas de ciertas mega-ciudades (México D.F., Mumbai, Madrid, Nueva York o el Cairo)  entre sí o de estas con ciudades pequeñas exige una cuidadosa combinación entre un lenguaje abstracto y generalizable y un lenguaje más cercano a experiencias concretas y una especial disposición para ponerse en lugar de los «otros». Del mismo modo, conectar las exigencias de movimientos feministas, sindicales, ecologistas, de protección de personas con discapacidad, religiosos, de diferentes continentes y regiones dentro de esos continentes, exige evitar la tentación sectaria de incorporar sólo o de manera privilegiada las propias reivindicaciones, así como la tentación de convertirse en traductor privilegiado de las reivindicaciones de los demás. 

Por otro lado, una Carta Mundial debe esmerarse de manera especial en resultar sintáctica y semánticamente traducible en diferentes entornos culturales. Las maneras de relatar un derecho, una obligación o una vulneración, pueden variar según los registros lingüísticos. En algunas lenguas, por ejemplo, el uso de sustantivos o adjetivos masculinos o femeninos tiene una carga discriminatoria (ciudadanos-ciudadanas, los habitantes-las habitantes) que en otras no (citizens, residents, inhabitants, etc.). Evitar las expresiones oscuras, barrocas, repetitivas, es una reflejo elemental de disposición multicultural y una condición básica para la eficacia de la Carta. Quien siente que su derecho está expresado en un lenguaje «ajeno», no se apropia de él ni lucha por su exigibilidad.    

Del mismo modo, una Carta Mundial que además aspire a tener forma jurídica en un futuro mediato o inmediato, debe ser muy clara en la definición de determinados conceptos, como el ámbito de aplicación, los sujetos protegidos, los sujetos obligados, los intereses tutelados, etc. Determinar con claridad las obligaciones de los poderes públicos y privados es un requisito fundamental para poder denunciar sus incumplimientos e impedir su impunidad. Una Carta que abuse de las expresiones retóricas, que sea confusa, contradictoria, repetitiva o vaga en exceso, es una Carta condenada a la ineficacia jurídica y, sobre todo, política y social.  

En términos generales, habría que prestar especial atención a las siguientes cuestiones:

A. El preámbulo

Un preámbulo debería ser una exposición breve de los motivos que justifican el dictado de la Carta, de sus antecedentes jurídicos inmediatos y de sus propósitos más elementales. Llenarlo de referencias a la propia carta o de consideraciones retóricas no aporta gran cosa y confunde. Hay explicaciones cuyo propósito pedagógico bien podrían entrar fuera del texto legal.

B. Temas generales y específicos, políticas y derechos

En su actual redacción, la Carta mezcla temas generales y específicos, obligaciones jurídicas generales con indicaciones concretas de políticas públicas. Esto último es inconveniente para una carta de derechos. Habría que depurar el documento de esos elementos que la tornan un instrumento inviable. Se debe separar el texto de la plataforma política del enunciado de los derechos.

C. Los usos del término ciudad. 

El concepto de ciudad definido en el preámbulo es una suma de agregados que han tornado una masa heterogénea de conceptos que, más que aclarar, dispersan y confunden. En un texto de este tipo, la expresión ciudad debería reservarse exclusivamente a tres supuestos: el ámbito de aplicación de la Carta, el sujeto obligado en las relaciones exteriores y el objeto de protección. 

La ciudad como ámbito de aplicación

La definición de ciudad de la Carta es farragosa y ambigua. Es importante explicar de manera sencilla y breve que la ciudad es, ante todo, un espacio. Y que ese espacio tiene como característica específica la de ser urbano. Aquí, como ocurre con la Carta Europea, un cierto grado de indeterminación quizás sea preferible a una descripción exhaustiva de posibilidades físicas (número de habitantes, superficie) administrativas (calidad de municipio, entidad metropolitana, etc.) o a una confusión de ámbitos (la ciudad como espacio urbano pero también rural, etc.). 

La ciudad como sujeto obligado en las relaciones exteriores. 

A los efectos jurídicos es fundamental la determinación del sujeto obligado. Los principales obligados en la ciudad son los poderes públicos o autoridades locales (administrativas, legislativas y judiciales, según el estatuto jurídico y el grado de autonomía política de la ciudad). Sin embargo, hay que matizar esta información en tres sentidos. 

1) En primer lugar, a la hora de garantizar derechos es posible distinguir entre regulaciones internas -«en la ciudad»- y relaciones exteriores –«entre ciudades o entre ciudades y zonas rurales»-. 

Tratándose de regulaciones internas, la expresión las «autoridades locales» protegerán, respetarán, etc., es preferible por su concreción a la expresión las «ciudades» protegerán, respetarán, etc. 

Tratándose de relaciones exteriores, sin embargo, tiene más sentido decir que serán las «ciudades», y no las «autoridades locales», quienes suscribirán convenios o tendrán deberes de solidaridad o cooperación con otras ciudades o con las zonas rurales. 

En ambos casos, sin embargo, se debería tener en cuenta las diferentes capacidades de gestión que tienen las mega ciudades (y las mega-autoridades locales) de las que tienen los pueblos pequeños (y las autoridades locales modestas).
2) En segundo lugar, es preciso tener en cuenta que, así como las ciudades no tienen siempre las mismas facultades para obligarse en sus relaciones exteriores (eso dependerá del grado de desconcentración y descentralización política del Estado en que se encuentren), del mismo modo las autoridades locales tampoco tienen siempre competencia para garantizar ciertos derechos. En la mayoría de los ordenamientos jurídicos, por ejemplo, la concesión del sufragio activo y pasivo a los extranjeros en las elecciones locales es una competencia del Estado federal o central. La facultad de obligarse tiene suma relevancia al momento de exigir el cumplimiento o reclamar la responsabilidad por el incumplimiento. En definitiva la eficacia de las obligaciones de la Carta está condicionada por la utilización correcta de las técnicas normativas, ya que, como bien es sabido, los poderes públicos acostumbran a alegar motivos competenciales para relevarse de las obligaciones sobre derechos humanos asumidas.

Aquí las opciones son varias. Modificar la descripción de la obligación en un sentido más flexible (las autoridades locales «promoverán» el voto de los extranjeros, por ejemplo, en lugar de «garantizarán») o introducir una cláusula específica de subsidiariedad con suficiente amplitud para que pueda ser compatible con los distintos ordenes constitucionales (“todos los derechos enunciados en esta carta se entienden como obligaciones de las autoridades locales sin perjuicio de las obligaciones que correspondan a otras autoridades regionales, estatales o internacionales“).
3) En tercer lugar, la caracterización de los sujetos obligados como sujetos públicos puede dejar fuera las obligaciones de los sujetos privados. Aquí las posibilidades son dos: o establecer que las autoridades públicas protegerán los derechos frente a los actores privados, o estipular directamente las obligaciones de los actores privados en materia de derechos. En cualquiera de los dos casos, es necesario prever además que, aunque todos los habitantes de la ciudad tienen deberes, no todos disfrutan del mismo estatuto. Los deberes de los privados deberían establecerse de acuerdo a su capacidad y su poder: no tiene las mismas obligaciones el dueño de una cadena de hoteles que una mujer que alquila un cuarto de su casa. La Carta debería introducir algún matiz en la redacción que reflejara esta distinción (poderes privados, empresas, habitantes etc.). 
La ciudad como objeto de protección

Este es el sentido que tiene, por ejemplo, la expresión «Derecho a la ciudad». Aquí la ciudad es, en efecto, el objeto protegido por el derecho. Sin embargo, formulado en esos términos sólo tiene un valor retórico que sirve como consigna general pero que si se usa en el texto debe precisarse. Así habrá que decir «las personas tienen derecho a una ciudad que no discrimine» o a una «ciudad incluyente» o a una «ciudad sostenible», o a una «ciudad con servicios públicos  de calidad». 

D. Sujetos obligados y sujetos protegidos 

Si los sujetos obligados pueden ser las ciudades, en las relaciones externas, y las autoridades  o los poderes públicos locales en las regulaciones internas, los sujetos protegidos pueden ser las personas, los habitantes o los ciudadanos. 

La noción de persona es la más englobante ya que no implica ningún tipo de exclusión. Los derechos humanos contemplados en los instrumentos emanados de la Organización de Naciones Unidas se refieren, en la mayoría de los casos, a  «todas las personas». Esta noción indica la universalidad de los sujetos titulares de los derechos. El problema es que a la hora de reconocer ciertos derechos –sobre todo políticos, como el voto; o culturales, como el derecho a la propia lengua- y de otorgar deberes, impide distinguir, por poner un caso extremo, entre un turista y quien lleva toda una vida en un lugar. Una solución de compromiso, en relación con estos derechos, sería reconocer su titularidad de todos los derechos a todas las personas, estableciendo ciertas condiciones mínimas residencia para su ejercicio.  

La noción de habitante tiene la virtud de expresar una cierta relación de arraigo, temporal o definitivo, con la ciudad. En ese sentido, responde de manera más o menos correcta a la consigna de que en materia de derechos, «los que están en un lugar, son de ese lugar». El problema es que si la condición de residente se vincula a requisitos de arraigo muy exigentes (tener un domicilio fijo, tener un trabajo en el mercado formal, tener conocimientos culturales o lingüísticos del lugar) puede convertirse en un criterio excluyente o discriminatorio. 

La noción de ciudadano, por último, tiene una valiosa carga política por su papel vehículo emancipatoria y de conquista de derechos ligado a la pertenencia a una comunidad. Sin embargo, en el marco de Estados plurinacionales y de migraciones masivas, la vinculación de la titularidad de los derechos a la ciudadanía nacional supone condenar a quienes no la posean a un estatuto de exclusión y discriminación. Claro que, para salvar la carga positiva del término, siempre se podrían pensar en una ciudadanía de nacionalidades múltiples garantizada a partir de un criterio sencillo de residencia.

E. La formulación de deberes y obligaciones 

La valiosa experiencia del movimiento de derechos humanos ha contribuido a sistematizar los tipos de obligaciones que los Estados, en sus relaciones exteriores, o los poderes públicos, en sus relaciones internas, pueden asumir en materia de derechos humanos. Este esquema es explicado por el profesor Van Hoff y ha sido utilizado en la mayoría de los instrumentos de Derechos Humanos de la ONU.

El Profesor Van Hoff establece la existencia de cuatro "niveles" de obligaciones: una obligación de respetar (no violar), una obligación de proteger (impedir que terceros violen), una obligación de garantizar (adoptar medidas para efectivizar o realizar los derechos) y una obligación de promover (adoptar medidas para ampliar el nivel de protección actual del derecho) el derecho en cuestión
. 

Una clasificación similar de obligaciones es la que ha desarrollado el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU
, para el cumplimiento de los DESC donde los Estados deben respetar, proteger  y satisfacer los derechos mencionados. 

La obligación de respetar requiere que el estado se abstenga de tomar acciones que priven a un individuo de la utilización de los recursos materiales disponibles que él o ella juzguen necesario para satisfacer su o sus necesidades básicas ESC.  

La obligación de proteger requiere que el estado implemente las medidas necesarias para evitar que otros individuos o grupos violen la integridad, la libertad de acción, u otro derecho humano del individuo, incluyendo la violación sobre sus recursos materiales. En este punto, al menos en lo que concierne a los derechos ESC, los estados están comprometidos a proteger la libertad individual de acción frente a agentes privados o públicos que pretendan vulnerarla.

La obligación de satisfacer implica que el estado tome las medidas necesarias para asegurarse que a cada persona, dentro de su correspondiente jurisdicción, se le otorgue la oportunidad de obtener la satisfacción de aquellas necesidades básica que, según lo reconocido en los instrumentos de derechos humanos, no pueden ser aseguradas por medio de esfuerzos personales. Por ejemplo, en lo que respecta al derecho a la alimentación, la obligación de satisfacer implica al mismo tiempo, asistencia para proporcionar oportunidades de obtener el alimento, y la provisión directa del alimento o de los recursos que se puede alcanzar, cuando no  existe otra posibilidad, por ejemplo debido al desempleo, a la desventaja o a la edad, a una crisis, un desastre repentino, o a la marginalización. 

Pensamos que esta tipología de obligaciones puede resultar muy útil para la enunciación de los derechos urbanos en la carta y finalmente la Carta no precisa mencionar en cada derecho la obligación del Estado de implementar políticas o de los órganos legislativos de dictar leyes ya que el artículo XIX y XXI existe una cláusula para todos los derechos enunciados en la Carta que prevén estas obligaciones. 

Porto Alegre/Barcelona, agosto de 2005.

� Así, por ejemplo, Edesio Fernández y Varley, Ann (eds) Illegal Cities. Law and Urban Change in Developing Countries. London –New Cork, Zed Books, 1998; o Juli Ponce Solé, Poder local y guetos urbanos, MAP-Fundació Carles Pi i Sunyer, Madrid, 2002.


 


� En este sentido, debe atribuirse un papel destacado al clásico ensayo de H. Levebre, El derecho a la ciudad, Península, Barcelona, 1969. En un sentido más actual, pueden verse también los trabajos de David Harvey, Espacios de Esperanza, Akal, Madrid, 2003; Jordi Borja, La ciudad conquistada, Alianza, Madrid, 2003 y, en el ámbito latinoamericano, Enrique Ortiz, Repensando la ciudad para la gente ¿Qué Ciudad para una nueva era?, Texto preparatorio para la Asamblea Mundial de Pobladores, HIC América Latina, 2002. 





�Si bien fue adoptado por la ley 10,257 del 10 de julio de 2001, es fruto de un proceso que nació con la reforma de la Constitución Brasilera de 1988.





� La ley 388 es de 1997, pero la Reforma Constitucional de 1991 ya incluía figuras como la recuperación de las plusvalías urbanas. 





� El artículo 34.1 de la COEA establece entre las metas básicas para el desarrollo integral condiciones urbanas que hagan posibles una vida sana, productiva y digna. Por su parte el artículo 45 donde establece una serie de principios para alcanzar un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, el inciso f)  específicamente se refiere a la incorporación y creciente participación de los sectores marginales de la población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida económica, social, cívica, cultural y política de la nación, a fin de lograr la plena integración de la comunidad nacional, el aceleramiento del proceso de movilidad social y la consolidación del régimen democrático. El estímulo a todo esfuerzo de promoción y cooperación populares que tenga por fin el desarrollo y progreso de la comunidad.





� En este proceso se deben considerar también la Carta Urbana Europea aprobada por el Consejo de Europa en 1993 y la Carta de la Ciudadanía Europea, aprobada por las eurociudades en 1996. 


� La IV Conferencia de la Carta Europea de salvaguarda de los derechos humanos en la Ciudad se realizó el 9 y 10 de diciembre de 2004 en Nüremberg, Alemania y contó con el aporte de juristas muy activos en la construcción del sistema internacional de derechos humanos como Theo Van Boven.





� Existen varios elementos que son brindados principalmente por los estándares internacionales del derecho a la vivienda adecuada. El Comité DESC, por ejemplo, emitió dos Observaciones Generales al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), la nº 4 y la nº 7, en las que intentó definir el alcance del derecho a la vivienda y a no ser desalojado de manera arbitraria. Igualmente, el primer Relator Especial de Naciones Unidas sobre el Derecho a la Vivienda elaboró un Proyecto de Convención Internacional sobre Derecho a la vivienda que, aunque no fue aprobado, puede considerarse un valioso antecedente en la materia.





3También es conocido como Tratado por ciudades, villas, poblados justos, democráticos y sustentables.


�La lucha internacional por la vigencia del Protocolo Adicional al PIDESC confirma esta afirmación. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su 15º período de sesiones, celebrado en Ginebra del 18 de noviembre al 6 de diciembre de 1996, concluyó su examen de un proyecto de protocolo facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el que se enuncia el derecho de los particulares o los grupos a presentar comunicaciones (denuncias) relativas al incumplimiento del Pacto. El proyecto de protocolo facultativo se elaboró atendiendo a una recomendación de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, sin  embargo hasta la actualizad no se ha puesto en funcionamiento.





� A modo de ejemplo el derecho a la vivienda está protegido por el PIDESC en el articulo 11, sin embargo el alcance y los contenidos del derecho a la vivienda están expresados en las Observaciones Generales Nros. 4, 7 y en alguna medida la 15.





� Según el artículo 28 del PIDESC: “Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales sin limitación ni excepción alguna.


 


� De acuerdo al dictamen elaborado por la Comisión de Derecho Internacional de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en el 53º período de Sesiones establece el alcance de la responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos.  El Artículo 4  establece: 1. Se considera hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su posición en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno central como a una división territorial del Estado. Naciones Unidas. Asamblea General. Documento A/CN.4/L.602/Rev.1*. 26 de Julio de 2001.





� Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Canadá 10/12/98.E/C.12/1/Add.31. Párrafo 52. 





� Se podría recurrir al Comité de Derechos Humanos, al Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, o a los  órganos de Fiscalización del CERD o la CEDAW entre otros. 


� Van Hoff, G., The Legal Nature of Economic, Social an Cultural Rights: A Rebuttal of Some Traditional Views, en Alston, P. y Tomasevski, K. (eds)





� El Comité DESC de la ONU es el órgano de aplicación y de interpretación del Pacto es el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (el Comité), que a través de la elaboración de Observaciones Generales (sobre alguna cuestión en particular del Pacto) o de Observaciones Finales a los informes periódicos presentados por los Estados, ha ido delineando el contenido de cada uno de los derechos contenidos en el PIDESC. 
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